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La importancia 
de que se cumpla 
la ley y se permita
el acceso 
a los registros

L
OS ANÁLISIS MÁS recientes de la crisis económica espa-
ñola iniciada en agosto de 2007 ponen el énfasis, como
causa básica, en la burbuja inmobiliaria creada desde fi-
nales de 1998. Sin embargo, esas justificaciones estric-

tamente economicistas olvidan con frecuencia que uno de los
problemas clásicos de nuestro mercado inmobiliario ha sido el
de la opacidad, que no solamente tiene relación directa con la
dificultad de establecer un precio objetivo de mercado para un
bien tan subjetivo como es una vivienda o una finca, sino por el
hecho de que el marco regulatorio español era, y sigue siendo,
desde el momento del inicio del proceso de transformación del
suelo hasta el de la venta del inmueble, muy perfectible.

Dejando al margen la inidoneidad del marco regulatorio en di-
cho momento inicial, el mercando inmobiliario español estaba tru-
fado de situaciones ciertamente peculiares, si se compara con
nuestro entorno. Así, destacaban la existencia de un Registro de la
Propiedad donde de modo voluntario se inscribe la propiedad pero
que para conocer su contenido era enormemente complejo, ade-
más de costoso. La presencia de dos sistemas de descripción de
la misma realidad física, como eran y son los de Catastro y del Re-
gistro de la Propiedad, siendo así que en el primer caso dicha des-
cripción se efectúa con arreglo a una planimetría georreferenciada
sobre el terreno, mientras que en el segundo se describen los lin-
des del inmueble de modo literario (al norte linda con finca de “zu-
tano“, al este con finca de los herederos de “mengano”), lo que
implica que un mismo inmueble pueda estar descrito de una for-
ma en Catastro, y de otra en Registro, y que incluso puedan existir
titularidades distintas, con consecuencias perniciosas evidentes,
ya que dicho inmueble no solo es objeto de tráfico civil, sino tam-
bién del financiero al poderse hipotecar. Por último, la existencia
de unos medios tecnológicos absolutamente trasnochados ya en
el año 2000 para que el notario pudiera cerciorarse de que el in-
mueble, cuya compraventa autorizaba, pertenecía realmente al
vendedor y tenía o carecía de cargas en tal momento para, de ese
modo, proporcionar seguridad jurídica integral al comprador, pues
esa es una de las partes esenciales de la función pública notarial.

Leyes que no se cumplen

ESTAS SITUACIONES ATRAJERON, como no podía ser menos, el
interés del legislador. En 2001 se aprobó una intensa modifica-
ción de la legislación hipotecaria y notarial, determinándose el
sistema a través del cual registradores y notarios debían usar
las nuevas tecnologías. En 2004, el Catastro puso en marcha
una oficina modélica de carácter estrictamente telemático co-

mo es la conocida Oficina Virtual del Catastro, de modo que des-
de la notaría y on line se puede conocer la situación catastral
del inmueble o parcela (titularidad y descripción). Sin embargo,
en 2005, nuevamente hubo de modificarse la normativa hipote-
caria pues la reforma del año 2001 no se había ejecutado en
ningún aspecto. ¿En qué consistió la idea del legislador de
2001? ¿Por qué no se ejecutó en su integridad? ¿Cuál es la si-
tuación actual y qué efectos produce esta?

Aquel legislador comprendió que, sustentándose nuestro
modelo de seguridad jurídica preventiva en dos actores (nota-
rios y registradores) los mismos debían, a través de medios téc-
nicos de la mayor calidad y confianza, proceder a acelerar el
proceso de transmisión de la propiedad o de constitución de so-
ciedades o de cualesquiera otros negocios jurídicos suscepti-
bles de inscribirse en los registros de la propiedad y mercantil.
Para ello, tales funcionarios debían dotarse de firma electrónica
y presentar telemáticamente las escrituras públicas en los re-
gistros siempre que, obviamente, el otorgante así lo quisiera.

La aceleración que en el tráfico civil y mercantil provocaba
dicha medida (de la presentación en soporte físico, correo ordi-
nario o, a lo más, fax, se pasaba a un sistema de presentación
telemática) debía acompañarse de un segundo elemento inex-
cusable, como era la necesidad de que desde la notaría y en ese
mismo momento –el más importante, pues es cuando se entre-
ga el dinero y el inmueble–, el notario en su condición de fun-
cionario público pudiera acceder al contenido de los libros del
registro y conocer la situación real del inmueble cuya compra-
venta iba a autorizar.

Parecía bastante lógico que, si el proceso de transmisión de
la propiedad se aceleraba, era necesario que al mismo ritmo, de
modo también telemático, se conociera dicha realidad registral.
No solamente la medida desde un punto de vista económico era
racional sino que, además, conllevaba un ahorro de costes di-
rectos e indirectos evidente, ya que el interesado en inscribir su
inmueble no debía desplazarse, o utilizar a terceros para tal fin.
Además, favorecía en sí mismo la seguridad jurídica, pues la
transmisión de la compraventa del inmueble se realizaba de
modo consecutivo e inmediato a la autorización de la corres-
pondiente escritura, sin que hubiera gaps temporales en los que
pudiera acceder al registro una carga o cualquier otra situación
desconocida para el comprador.

Lo que ocurrió con tal decisión del legislador ya es historia.
Fruto de una resistencia corporativa registral, no se aplicó
aquella ley ni en lo relativo a la presentación telemática, ni al
acceso telemático al contenido de los libros. Hubo de esperarse
a un nuevo impulso legislativo (2005) para que se consiguiera,
al menos, que la presentación telemática fuera posible, de mo-
do que el 26 de julio de 2006 (cinco años después) se presentó
telemáticamente el primer título en un registro mercantil. 

Consecuencias del incumplimiento

SIN EMBARGO, EL ACCESO telemático al contenido de los libros,
13 años después de que se decidiera por el legislador, sigue sin
ejecutarse. Podría pensarse en una aproximación profundamen-
te simplista, que si no se ha ejecutado es porque, a lo mejor, era
innecesario; podría incluso llegar a concluirse que no ha suce-
dido nada trascendente que exija la ejecución de lo dispuesto
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en una norma. Al margen de que no hay nada más profunda-
mente antidemocrático que la existencia de una norma que no
se cumpla, pues implica una burla a la manifestación de la so-
beranía nacional que reside en las Cortes, lo cierto es que las
consecuencias de dicha inejecución sí han existido, se produ-
cen y, lo más grave, si no se reiteran más es gracias al volunta-
rismo del notario y al extremo celo que pone en el cumplimiento
de sus obligaciones. 

Analicemos qué se pretendía. Primero, que los libros del re-
gistro se informatizaran (es lo que ha hecho Catastro con sus
bases de datos y el Notariado con el índice único informatiza-
do), no que meramente se digitalizaran. Tal informatización de-
bía haber concluido a 31 de diciembre de 2002, para lo que se
exigía del Colegio de Registradores que enviara un plan de in-
formatización al Ministerio de Justicia. En enero de 2007 (cinco
años después de concluido el plazo) dicho Colegio reconocía al
Ministerio que la supuesta informatización no se había produci-
do, sino que se había abordado una mera fotocopia de tales li-
bros sin la fehaciencia deseable, por lo que era imposible acce-
der al contenido de los mismos, al no poderse buscar en una
base digitalizada. Segundo, se eliminó, procediendo a presumir-
se, la acreditación del interés que el notario debía efectuar al re-
gistrador para solicitar información registral. Resultaba ya en
aquel momento anormal que un funcionario público en el ejerci-
cio de su función pública debiera acreditar por qué solicitaba in-
formación. Y más anacrónico aún, que un registro que nace pa-
ra ser público, pusiera trabas a tal publicidad, del mismo modo
a como resulta extraño que a quien ya había pagado por inscri-
bir su inmueble se le siguiera y siga cobrando si desea obtener
ulteriormente información registral del mismo. Tercero, ya no
solo se debían informatizar los libros existentes a 2001, sino
que en 2005 se regulaba exhaustivamente un Libro de Entrada,
que también debía ser accesible telemáticamente, para que el
notario y otros funcionarios (inspectores de hacienda, por ejem-
plo) pudieran comprobar on line qué título se había presentado
y a qué finca afectaba. De tal Libro y de su informatización, na-
da más se supo. Cuarto y último, se eliminaba la intermediación
del registrador cuando quien accedía telemáticamente al conte-
nido de los libros del registro era un funcionario, ya que se exi-
gía de este que se identificara mediante firma electrónica, lo
que permite dejar huella de quién accede, a qué y cuándo. Nada
de esto se ha ejecutado.

La gran pregunta, ya anticipada, es por qué. La respuesta es
doble: un interés económico por la denominada publicidad for-
mal (notas simples, certificaciones, etc.), y de mantenimiento de
una situación de poder, en suma.

A contracorriente de Europa 

EN EUROPA ESTE PROBLEMA no existe. En Holanda o Reino Uni-
do, por citar dos ejemplos, con sistemas de transmisión de la
propiedad diversos, el acceso telemático al contenido de los
respectivos registros es una realidad. Este se encuentra perfec-
tamente informatizado y es posible conocer on line la titularidad
y cargas del inmueble que se va a transmitir. Y, lo más importan-
te, dado que la información es poder, en frase ya clásica, el Es-
tado garantiza que ese y no otro sea el sistema, porque benefi-
cia a los ciudadanos y al mismo Estado. 

¿Por qué tenemos que ser distintos en España y cómo afecta
la situación al ciudadano? A día de hoy, para saber cuál es la si-
tuación registral de un inmueble, el notario debe recurrir a un
sistema tan obsoleto como el fax, de modo que desde la notaría
se indica al registrador que se necesita información de un in-
mueble, pues un día concreto se producirá una transmisión. El
registrador envía esa información por fax el mismo día de la
transmisión, normalmente, pero la información que proporciona
está cerrada al día precedente, de modo que, como el registro
actúa con arreglo al principio prior in tempore potior in iure,
puede suceder que si vendedor y comprador acuden al notario
entrada la mañana o por la tarde, lo que es frecuente, en ese
transcurso del plazo una carga haya accedido al registro, sin
que lo sepa el notario. Cuando el notario presenta telemática-
mente el título en el mismo día de la autorización, la sorpresa
salta y el comprador comprueba que en ese lapso temporal ha
accedido al registro dicha carga de la que, como nuevo propie-
tario del inmueble, ha de hacer frente. 

Si esto no sucede más es gracias al voluntarismo del nota-
rio, en gran medida, y a la casualidad, en otra parte menor,
puesto que la oficina notarial está encima del registro para que
tal información se actualice, siquiera sea por teléfono. Pero, ob-
viamente, los errores existen. Hace muy poco el Tribunal Supre-
mo condenó a un notario a una suma importante, pues a su jui-
cio, el notario en condición de garante esencial de nuestro
sistema de seguridad jurídica debe proporcionar al comprador
una certeza integral acerca de la situación jurídica del inmue-
ble. Haciendo abstracción de ciertos aspectos técnicos de esa
sentencia, la afirmación es de una enorme potencia y supone
para el Notariado un reto pero, del mismo modo, un honor.

Sucede, sin embargo y en ello no repara el Alto Tribunal, que
el sistema español es normativamente perfecto si se aplicara la
ley, pues el notario sería responsable de tal certeza integral, a
salvo de error del registrador, si pudiera acceder on line al con-
tenido de los libros del registro, como sucede en Europa o en
España con Catastro, lo que evidencia que es posible. De ese
modo, garantizaría el notario al comprador que quien vende es
dueño y que la finca carece o tiene cargas; pero ello no es así. 

Y no lo es, porque ningún Ejecutivo desde 2002 se ha preo-
cupado en exigir que la Ley se cumpla. Antes o después, y si se
llevara el razonamiento del Tribunal Supremo a su extremo, el
Estado responderá si la situación continúa, pues si la responsa-
bilidad patrimonial de la Administración Pública es ya objetiva
desde hace muchos años, con mayor motivo lo ha de ser si el
daño provocado al ciudadano se deriva de una ausencia de con-
trol y exigencia por parte de dicha Administración para que unos

funcionarios –registradores–, dependien-
tes jerárquicamente de aquella, cumplan la
Ley en sus estrictos términos, pues es evi-
dente que el Estado debe velar para que
sus propios funcionarios cumplan la norma
(artículo 103 de la CE). Es un supuesto de
responsabilidad de libro. Y, lo que es peor,
pues aunque al ciudadano se le resarza el
daño, este ya se ha producido, la aplicación
de la norma beneficia al mismo Estado y al
ciudadano, lo que hace más inexplicable el
mantenimiento de esta situación.


